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TOCA CIVIL NÚMERO: 100/2025

EXPEDIENTE NUM: *********

JUICIO ORDINARIO CIVIL.

ACTOR: ********* **** ********* ******

DEMANDADO:  ****  *****  *****  *****  *  *****  *****
***** ******** ***********

MAGISTRADA: MARIANA DÁVILA GOERNER.

QUINTA  SALA  DEL  TRIBUNAL  SUPERIOR  DE  JUSTICIA  DEL  ESTADO.  Cancún,
Quintana Roo, a diez de julio del año dos mil veinticinco. 

VISTO: Para resolver el Toca Civil 100/2025 cuyos datos se citan al rubro, formado con
motivo del  recurso de apelación interpuesto  por el  ciudadano  ******  *********  ***** en su
carácter de mandatario judicial del ciudadano ********* **** ********* *****, en contra del auto
de fecha veinte de marzo de dos mil veinticinco, dictado por la ciudadana Juez Primero Civil
de  Primera  Instancia  del  Distrito  Judicial  de  Cancún,  Quintana  Roo,  en  el  expediente
********,  relativo al juicio ordinario civil,  promovido por el ciudadano  ********* **** *********
*****, en contra de los ciudadanos **** ***** ***** ***** * ***** ***** ***** ******** **********, y:

R E S U L T A N D O:

1. Que la determinación impugnada, en su parte conducente es del tenor literal siguiente:

“… Se desecha de plano la prueba marcada con el numeral 13 toda vez que dicha
probanza no se encuentra ofrecida en los términos del artículo 295 del Código de
Procedimientos Civiles del Estado...”   
“…Respecto al segundo escrito con folio  ******, dígase que no ha lugar a acordar
favorable, toda vez que ya se encuentra entablada la litis…”

2.- Inconforme con la resolución anterior, la parte actora interpuso el recurso de apelación,
el cual substanciado que fue, se dejó en estado de dictar sentencia la que el día de hoy se
pronuncia atendiendo a los siguientes:

C O N S I D E R A N D O S:

PRIMERO. - COMPETENCIA.

Esta Sala del Tribunal Superior de Justicia del Estado con sede en la ciudad de Cancún,
Quintana Roo, es competente para conocer y resolver el presente asunto, de conformidad
con  los  artículos  98  y  99  de  la  Constitución  política  del  Estado  Libre  y  Soberano  de
Quintana Roo; 2 y 11 de la Ley Orgánica del poder Judicial del Estado de Quintana Roo, y
el acuerdo TSJQROO/08/2023 del H. Pleno del Tribunal Superior de Justicia del Estado,
aprobado en la Sesión Ordinaria celebrada el veintidós de agosto el año dos mil veintitrés,
mediante el cual se abrogan diversos acuerdos de dicho órgano y se reorganizan las Salas
del tribunal Superior de Justicia el Estado de Quintana Roo, por virtud del cual se adscriben
y readscriben a las Magistradas y magistrados del Tribunal Superior de Justicia el Estado a
las Salas Unitarias del Tribunal Suprior de Justicia del Estado; publicado en el Periódico
Oficial del Gobierno del Estado el día veintidós de agosto de ese mismo año.

SEGUNDO. - EXPRESION DE AGRAVIOS.

La parte recurrente, dentro del término de ley expresó como agravios los que se contienen
en sus escritos respectivos,  los que no se transcriben literalmente y serán tomados en
consideración con posterioridad en el cuerpo de la presente resolución, sin que ello depare
perjuicio alguno a los apelantes en los términos de la Tesis Jurisprudencial, bajo el rubro: 
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"AGRAVIOS.  LA  FALTA  DE  TRANSCRIPCIÓN  DE  LOS  MISMOS  EN  LA
SENTENCIA, NO CONSTITUYE VIOLACIÓN DE GARANTÍAS. El hecho de que la
sala  responsable  no  haya  transcrito  los  agravios  que  el  quejoso  hizo  valer  en
apelación, ello no implica en manera alguna que tal circunstancia sea violatoria de
garantías, ya que no existe disposición alguna en el Código de Procedimientos Civiles
para el Distrito Federal  que obligue a la sala a transcribir  o sintetizar los agravios
expuestos por la parte apelante, y el  artículo 81 de éste solamente exige que las
sentencias sean claras, precisas y congruentes con las demandas, contestaciones, y
con las  demás pretensiones  deducidas  en el  juicio,  condenando o absolviendo al
demandado, así como decidiendo todos los puntos litigiosos sujetos a debate.”1

Ahora bien, la parte recurrente hizo valer esencialmente como agravios lo siguiente: 

PRIMERO.- Que le causa agravio la parte conducente del auto recurrido, por violar en su
perjuicio  el  principio  de  congruencia,  al  de  igualdad  de  las  partes  y  las  disposiciones
contenidas en los artículos 1,  14,  16 y  17 Constitucionales,  sus derechos humanos,  la
doctrina, jurisprudencia, el principio pro persona y el capítulo de pruebas de la Ley Adjetiva
de  la  Materia,  pues  considera  que  no  debió  desecharse  por  la  falta  del  cuestionario
respectivo,  cuando  esa  prueba  ya  fue  desarrollada,  siendo  que  por  una  necesidad
elemental tuvo que existir previamente un cuestionamiento, en el caso concreto, sea por el
ministerio público o por el oferente de la prueba.

Que si bien la pericial se desahoga por medio del cuestionario o interrogatorio, para dar una
respuesta a quienes no son peritos, esta prueba se celebró y desahogó ante el Agente del
Ministerio  Público,  que  conoce  de  una  denuncia  que  interpuso  en  contra  de  los
demandados, por lo que considera innecesario el  cuestionario  por que la prueba ya se
realizó.

Que ofreció como prueba un documento perfectamente realizado ante diversa autoridad, y
lo que pretendía ofreciéndola como prueba, es evitar duplicidad de las probanzas, lo que no
fue considerado por la responsable determinando desecharla.

Que  la  A  Quo,  únicamente  debió  dar  vista  de  la  prueba  a  su  contraparte,  para  que
manifestara lo que a su derecho conviniera, ya que su desechamiento es una violación a las
normas esenciales del procedimiento.

SEGUNDO.- Que le causa agravio la parte conducente del auto recurrido, por violar en su
perjuicio  el  principio  de  congruencia,  al  de  igualdad  de  las  partes  y  las  disposiciones
contenidas en los artículos 1,  14,  16 y  17 Constitucionales,  sus derechos humanos,  la
doctrina, jurisprudencia, el principio pro persona y el capítulo de pruebas de la Ley Adjetiva
de la  Materia,  porque a su consideración  no se está  introduciendo un  hecho nuevo,  o
circunstancia que haga varias el  sentido de la  demanda,  sino por el  contrario  pretende
aclarar cuál fue el error que se cometió en la demanda inicial, pues esto generaría en su
momento, que por el principio de falta de identidad no se resuelva válidamente el asunto.

Que si bien ya se cerró la litis con la contestación de la demanda, el hecho de aclarar un
error, no implica modificar la litis,  pues señala que no cree que proporcionar el numero
correcto del inmueble en cuestión, sea una causa para el desechamiento de una prueba.

Que el  juzgado está  obligado  a regularizar  el  procedimiento,  cuando del  análisis  de la
demanda o contestación apareciera alguna duda,  incluso al  dar  entrada a la demanda,
debió  la  responsable  ordenar  una  prevención,  para  establecer  con  claridad  cual  es  el
domicilio correcto, pues en los autos aparecen dos direcciones similares en la mayoría de
los datos, pero diferentes en la supermanzana. 

Que solo pretende corregir su error, y supliendo la omisión de la juez de primera instancia
desde  el  principio,  pues  lo  acordado  en  vez  de  beneficiarle  lo  perjudica,  pues  debió
aplicarse el artículo 266 del Código de Procedimientos Civiles del Estado, y al no haber
ninguna razón para su desechamiento de esa probanza debe dejarse sin efecto el auto
recurrido, y dictarse otro en que se tengan por ofrecidas las pruebas motivo del presente
agravio.

TERCERO. – PRONUNCIAMIENTO.

1
 Suprema Corte de Justicia de la Nación, Registro digital:  214290,  Instancia:  Tribunales  Colegiados de Circuito,  Octava Época, Materia(s):  Civil,  Fuente:

Semanario Judicial de la Federación, Tomo XII, Noviembre de 1993, página 288, Tipo: Aislada.
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El primer agravio es infundado, puesto que la Ley establece los lineamientos a las que las
partes deben sujetarse al ofrecer medios de convicción, bajo la pena de su desechamiento.
Referente a la prueba pericial, el artículo 295 de la Ley Adjetiva Civil, dispone que esta debe
ser ofrecida cuando sean necesarios conocimientos especiales en alguna ciencia, arte o
industria, teniendo como único requisito que se ofrezca expresando los puntos sobre los
que versara, en cuyo defecto no puede ser admitida. 
En  ese  contexto,  la  Ley  prevé  la  necesidad  de  esta  prueba  cuando  se  requiere  el
asesoramiento de personas con conocimientos de una rama de la ciencia, técnica o arte,
con el pleno entendimiento de los hechos que fueron esclarecidos por los peritos, por lo que
asimilan un papel de auxiliares en la administración de justicia y en la investigación de los
hechos, para que el juzgador pueda resolver con plena aptitud.

Luego entonces, el ofrecimiento de la prueba pericial esta descrito en los artículos 292, 293
y  295  del  Código  de  Procedimientos  Civiles  del  Estado,  que  atiende  y  tiene  como
fundamento a la necesidad de conocimientos especiales en alguna ciencia, arte, o industria,
cuyo ofrecimiento reviste los siguientes lineamientos.

 Primeramente, se debe relacionar con los puntos controvertidos, expresándolos con
claridad los hechos que desea demostrar, y señalar el nombre y domicilio de los
peritos, tal como ordena el artículo 293 de la Ley Adjetiva Civil 2, en cuyo defecto
será desechada.

 Precisar los puntos sobre los que debe versar la prueba, relacionados con el objeto
y hechos de la demanda y/o contestación, que se puede formular a través de un
cuestionario sobre el que girará el desahogo de la prueba, para saber cuáles son
los aspectos que requieren de un pronunciamiento especializado por el perito

 Que sea ofrecida dentro del término de Ley, es decir, dentro de los 10 días para el
ofrecimiento  de  pruebas  según  lo  dispuesto  por  el  artículo  292  del  Código  de
Procedimientos Civiles.

En el caso particular, del análisis del escrito de ofrecimiento de pruebas de la parte actora,
ofreció:

“LA PERICIAL CONTABLE.- Consistente  en el  dictamen contable  rendido por la
C.P.  *********  *******  ******”,  en  los  autos  de  la  carpeta  de  investigación  número
************************, que se formó con motivo de la denuncia penal, que con fecha
** ** ***** ** ****, interpuse en contra de las ahora demandadas, dicho peritaje debe
aparecer en las copias certificadas que estoy solicitando de la Fiscalía del Estado,
por  lo  que,  una  vez  que  dichas  copias  certificadas  obren  en  autos,  deberá
individualizarse la citada probanza, que, para un manejo fácil  y accesible, deberá
ordenarse  sacar  una  copia  certificada  de  dicha  probanza,  para,  repito,
individualizarse  y  se  pueda  estudiar  en  forma  independiente,  clara  y
contundentemente. Prueba que relaciono con los hechos de la demanda marcados
con los  números I,  II,  III,  IV,  V,  VI,  VII,  VIII,  VIX,  y  X,  así  como con los  de  las
contestaciones a los hechos de la demanda marcados con los números 1, 2, 3, 4, 5,
6, 7, 8 y 9.”

Misma que la responsable, determinó que no se ofreció en los términos previstos en el
artículo 295 del Código de Procedimientos Civiles del Estado.

Contra esa determinación, el apelante refiere en sus agravios, que se desechó la prueba
porque no se exhibió el cuestionario, y que, si bien esta prueba se desarrolla mediante ese
cuestionario, el medio de convicción que ofreció ya se había desahogado ante el Ministerio
Público,  intentando aclarar que lo que ofreció era un documento realizado ante diversa
autoridad,  y  lo  que  pretendía  es  que  con  esa  prueba  se  eviten  gastos  innecesarios  y
duplicidad de pruebas.

De acuerdo a lo expuesto, no le asiste la razón al apelante, puesto que al ofrecer la prueba,
las manifestaciones que realiza al recurrir, no están contenidas en el escrito de ofrecimiento
de pruebas, por el contrario, pretende subsanar un error en su ofrecimiento, pues si su
intención era que se le admitiera la pericial contable como una documental privada, debió
haberlo manifestado en términos precisos en el escrito respectivo, ya que de los propios

2
 Artículo 293.- Las pruebas deben ser ofrecidas relacionándolas en forma precisa con cada uno de los puntos controvertidos, declarando el nombre y domicilio

de testigos y peritos, si no se cumpliere con todos los requisitos anteriores, serán desechadas.
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razonamientos realizados en su expresión de agravios, se advierte que pretende que se le
admita como una pericial, bajo el sustento de que la ofreció para que no haya duplicidad de
pruebas y gastos innecesarios, por haber sido desahogada la misma, ante una autoridad
diversa a la responsable, pasando por alto que los artículos 293 y 295 de la Ley Adjetiva de
la Materia, previenen la forma en que deben ofertarse medios de convicción, entre ellos la
prueba pericial, así como las disposiciones procesales para su desahogo previstos en los
artículos 342 a 349 de ese mismo cuerpo normativo, pues como indica la Ley Procesal en
consulta,  en  esos  ordinales  se  encuentra  establecido  la  forma  en  que  los  peritos  son
designados, su recusación, aceptación del cargo, como acreditan su pericia, el derecho de
las partes de nombrar uno a su cargo cuando su contrario ofrece la prueba y su forma
especial de desahogo incluyendo el derecho de ambas partes de repreguntar y confrontar
los dictámenes, actos que deben realizarse ante el juez que conoce del juicio.

El  segundo  agravio  es  inatendible,  pues  del  análisis  integro  de  las  constancias  que
integran el testimonio de apelación, en relación con el  escrito mediante el cual la parte
actora  interpuso  el  recurso  (foja  37  del  testimonio),  las  constancias  que  señaló  para
integrarlo consistieron en la demanda inicial, el auto admisorio, el escrito de contestación de
la demanda, su escrito de ofrecimiento de pruebas y el auto recurrido. Sin embargo, no
formó parte de las constancias de apelación, el escrito con folio ******, al que recayó la parte
conducente del acuerdo recurrido, carga que le correspondía de conformidad a los artículos
598 y 603 del Código de Procedimientos Civiles del Estado.3

En ese  sentido,  este  Tribunal  de  Alzada  se  encuentra  impedido  para  pronunciarse,  al
respecto del agravio que expresó en su escrito de apelación, donde alega que mediante el
citado escrito folio ******, no se variaba la litis ni se traían cosas novedosas al juicio una vez
que se cerró la litis con la contestación de la demanda, ya que el objeto de su escrito era
corregir un error en un domicilio, motivo por el que considera debió acordarse favorable.
Este impedimento se actualiza, porque al no conocer el contenido de la promoción a que se
refiere el apelante existe imposibilidad para hacer un pronunciamiento acorde al agravio
expresado. 

Luego entonces, ante la omisión de señalar la constancia de mérito, no puede estudiarse la
ilegalidad de que se duele el recurrente, pues esta autoridad no esta en aptitud de conocer
los hechos que manifestó en el escrito folio  ******, para confrontarlos con los argumentos
que  esgrimió  la  responsable  para  dictar  la  determinación,  siendo  esta  omisión  una
responsabilidad del impugnante de señalar y vigilar que se remitan al Tribunal de Alzada las
constancias  relacionadas  con  el  auto  recurrido.  Apoyan  estos  razonamientos  la
jurisprudencia que se enuncia a continuación. 

“APELACIÓN.  EL  PROMOVENTE  DE  ESTE  RECURSO  ÚNICAMENTE  ESTÁ
OBLIGADO  A  SEÑALAR  LAS  CONSTANCIAS  NECESARIAS  PARA
DEMOSTRAR  LA  EXISTENCIA  E  ILEGALIDAD  DE  LA  RESOLUCIÓN
RECURRIDA, MAS NO ESTÁ CONSTREÑIDO A ADJUNTARLAS (CÓDIGO DE
PROCEDIMIENTOS CIVILES DEL ESTADO DE JALISCO).
De conformidad con lo dispuesto en la fracción III, del artículo 427 del Código de
Procedimientos Civiles para el Estado de Jalisco, cuando se interpone un recurso
de  apelación  (contra  un  auto  o  interlocutoria)  el  recurrente  debe  señalar  las
constancias que estime necesarias para demostrar la existencia y la ilegalidad de la
resolución recurrida. Luego, si bien es cierto que el numeral 438, del ordenamiento
en cita, que contiene disposiciones aplicables al recurso de apelación, señala que
deberán exhibirse las copias a que refiere el artículo 427, de ello no se sigue que
esa mención aluda precisamente a las constancias que contempla la redacción de
la fracción III de tal precepto, sino a las que contempla la fracción IV, al disponer
que deberá exhibirse "una copia del escrito para correr traslado del mismo a cada
una de las otras partes interesadas", pues en esta última fracción, como se ve, sí se
exige textualmente que se acompañen copias del escrito de agravios para correr
traslado a las partes, lo que no acontece en la señalada fracción III.”4

3
 Artículo 598.- Si la resolución judicial apelada en un solo efecto es un auto o sentencia interlocutoria se remitirá al superior testimonio de lo que el apelante

señalare en el escrito de apelación, y a él se agregarán las constancias que el apelado solicite dentro del término concedido para contestar los agravios y las

demás constancias que el Juez estime necesarias. 

Artículo 603.- El apelante deberá solicitar el testimonio en el mismo escrito de interposición del recurso, expresando los particulares que deba contener, bajo

pena de tenerse por no interpuesto el recurso.
4
 Suprema Corte de Justicia de la Nación,  Registro digital: 176387,Instancia: Primera Sala, Novena Época, Materia(s): Civil, Tesis: 1a./J. 160/2005, Fuente:

Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXIII, Enero de 2006, página 96, Tipo: Jurisprudencia.
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Por las razones antes mencionadas, este Tribunal de Alzada, considera ajustada a derecho
las determinaciones impugnadas, y no se transgreden en perjuicio del apelante, el principio
de congruencia, al de igualdad de las partes y las disposiciones contenidas en los artículos
1,  14,  16  y  17  Constitucionales,  sus  derechos  humanos,  la  doctrina,  jurisprudencia,  el
principio pro persona y el apartado de pruebas de la Ley Adjetiva de la Materia, que señala
en sus agravios.

En estas condiciones, debe decirse que es infundado el primero e inatendible el segundo,
de los agravios expresados por el recurrente, y no habiendo más agravios que analizar, esta
autoridad determina CONFIRMAR en todos sus términos el acuerdo impugnado. 

Por lo expuesto y fundado, es de resolverse y se:

R  E  S  U  E  L  V  E:

PRIMERO.- Se CONFIRMA la determinación impugnada.
SEGUNDO.- Remítase copia  debidamente  autorizada  de  esta  resolución  al  Juzgado  de
origen, para que surta los efectos legales correspondientes y en su oportunidad archívese el
presente Toca como asunto totalmente concluido.
TERCERO.- NOTIFÍQUESE  POR LISTA ELECTRÓNICA Y  CÚMPLASE.  Así  lo  resolvió
manda y firma la Licenciada MARIANA DAVILA GOERNER, Magistrada Numeraria Titular de
la  Quinta  Sala,  ante  la  Secretaria  de  Acuerdos  de  la  Sala,  Licenciada  MARTHA
GUADALUPE CERVERA LÓPEZ, quien autoriza y da fe.- DOY FE.

Todos  los  textos  eliminados  en  esta  versión  pública  corresponden  a
información confidencial en su vertiente de datos personales y/o sensibles
(nombres de las partes, estado civil, lugar de nacimiento, domicilio, edades y
datos  de  localización  de  los  inmuebles  entre  otros).  En  términos  de  lo
previsto en los artículos 126, 127, 129 y 137 de la Ley de Transparencia y
Acceso a la Información Pública para el Estado de Quintana Roo y 116 la
Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública.
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